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MAGISTRADO PONENTE

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, agosto veintiséis (26) de dos mil ocho (2008).
ACTA DE AUDIENCIA PÚBLICA No. 488
SEGUNDA INSTANCIA

	Hora: 
	5:45 p.m.

	Imputado: 
	Luis Alfonso Palacios Gallego

	Cédula de ciudadanía No:
	10’118.043 de Pereira (Rda.)

	Delito:
	Hurto Agravado

	Víctima:
	Compañía de Galletas Noel S.A.

	Procedencia:
	Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira, con funciones de conocimiento.

	Asunto:
	Se conoce de la apelación interpuesta por la defensa, contra el auto interlocutorio de fecha 07 de Julio-08, por medio del cual no se aceptó el allanamiento a cargos.


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la decisión en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Los hechos jurídicamente relevantes y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, son:

1.1.- Se extrae de los registros, que el señor LUIS ALFONSO PALACIOS GALLEGO, laboraba desde el mes de junio de 1996 como vendedor de la Compañía Galletas Noel S.A. de esta capital, con campo de acción en los departamentos de Caldas, Quindío y Norte del Valle. Entre sus funciones estaba la de vender productos a los clientes y recibir de éstos el pago en efectivo por ventas de contado, debiendo reportarlas de inmediato a la compañía.
El día doce (12) de junio de 2007, mediante proceso de seguimiento y control interno, en asocio con funcionarios de auditoría, se logró detectar un cuantioso faltante que ascendía a la suma de $161.360.127, correspondiente a pagos realizados por los clientes y no legalizados por el vendedor. 
1.2.- A consecuencia de esa situación, la Fiscalía 17 Seccional imputó al señor PALACIOS GALLEGO la conducta punible de HURTO AGRAVADO al tenor de los dispuesto por el artículo 239 del Código Penal, en concordancia con los artículos 241 numeral 2º y 267 del mismo estatuto, cargo que ACEPTÓ.
1.3.- Con soporte en esa admisión, el trámite continuó su curso ante el Juzgado Tercero Penal del Circuito con funciones de conocimiento, autoridad que convocó para una audiencia de “estudio sobre la validez de la aceptación de cargos y sentencia”, al cabo de la cual decidió improbar la aceptación unilateral de cargos por considerar que no se había dado cumplimiento a la exigencia contemplada en el artículo 349 de la Ley 906 de 2004, consistente en el reintegro de al menos el 50% de lo apropiado y la garantía del remanente, por tratarse de una conducta punible en la cual se dio un incremento patrimonial indebido.
1.4.- La defensa no estuvo de acuerdo con esa determinación y la apeló en el acto, razón por la cual la titular del despacho aceptó la impugnación y dispuso la remisión de los registros ante esta Corporación a efectos de desatar la alzada.
2.- El Debate

A la audiencia de sustentación del recurso sólo compareció la parte interesada en el recurso -la defensa-, quien presentó la siguiente argumentación:
- Al momento de celebrarse la audiencia preliminar de imputación ante el Juzgado de Control de Garantías, aconsejó a su cliente aceptar libremente los cargos porque consideraba que allí no procedía la exigencia de devolver el 50% de lo apropiado. 
- Es consciente que este Tribunal, a partir de una decisión del veintisiete (27) de febrero 2007, con ponencia de quien ahora ejerce igual función, determinó que también para las terminaciones anticipadas por la vía del allanamiento unilateral a cargos procedía esa exigencia que consagra el artículo 349 de la Ley 906 de 2004, en acatamiento a una jurisprudencia de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia. Sin embargo, observa que ese pensamiento de la Corte cambió sustancialmente a partir de un fallo del ocho (8) de abril de 2008, radicación 25.306, M.P. Dr. Augusto J. Ibáñez Guzmán, por medio del cual se zanjaron las diferencias existentes entre esa alta Corporación y la Corte Constitucional en el tema de la favorabilidad entre la sentencia anticipada y el allanamiento a cargos, para reconocer finalmente que la aceptación de cargos es una figura diferente a los preacuerdos. 
- Significa lo anterior, a su entender, que como la Sala de Casación Penal en sus iniciales providencias había dicho que en virtud a que el allanamiento a cargos era una modalidad de preacuerdo, entonces también le era aplicable la exigencia del reintegro de al menos el 50% de lo apropiado y la garantía del remanente; empero, ante esta nueva posición, ya se debe concluir que el allanamiento no es una subespecie de preacuerdo sino una figura procesal totalmente distinta y no se le puede aplicar por extensión la susodicha exigencia como lo entendió equivocadamente la Juez de instancia.

- Para cimentar su posición, el señor apoderado hace una remembranza de todas las diferencias que poseen los dos institutos de terminación anticipada, entre la cuales cita: (i) la unilateralidad del allanamiento y la bilateralidad del preacuerdo; (ii) la oportunidad procesal en que cada una de ellas procede; (iii) que la aceptación es apta para todos los punibles, en tanto los preacuerdos no, como es el caso de la exigencia del reintegro sólo para los delitos en donde existe incremento patrimonial; (iv) el allanamiento es un acto autónomo, en tanto en el preacuerdo debe existir un diálogo previo entre las partes; (v) el preacuerdo requiere una audiencia preliminar de aceptación ante el juez de conocimiento; el allanamiento se concreta ante el juez de control de garantías; (vi) el preacuerdo debe aprobarse con antelación al fallo; el allanamiento no exige previa aprobación del juez de conocimiento. Por esta razón, considera que la a quo no tenía motivos para no aceptar el allanamiento que ya había sido avalado por un juez de control; (vii) la figura del preacuerdo no admite el sistema de cuartos; el allanamiento sí; y (viii) el tratamiento punitivo establecido por ley para cada uno de esos institutos de terminación anticipada, es diferente. 
- Hace énfasis en algunos apartes de la nueva providencia de la H. Corte Suprema de Justicia, para concluir que la filosofía de esas figuras es distinta y que en el allanamiento a cargos no se debe negar el descuento del 50% por el no reintegro de la mitad de lo apropiado. Igualmente, en que algunos jueces del distrito han hecho pronunciamientos en esta materia, para indicar que obrar de esa forma constituye una “analogía in malam partem” y que se está creando una justicia elitista, dado que sólo quien tenga los recursos necesarios para pagar sería acreedor al condigno descuento de pena.
- Pone en conocimiento del Tribunal, que a su cliente le embargaron varios bienes por razón de esta ilicitud, entonces no entiende en qué forma podría cancelar ese capital si todo está fuera del comercio. Por demás, existe el incidente de reparación de perjuicios en donde podrá intervenir la parte afectada a efectos de hacer valer sus derechos.

3.- la decisión

Dan cuenta los autos, que el procesado LUIS ALFONSO PALACIOS GALLEGO, acusado por un delito contra el patrimonio económico ajeno, concretamente un HURTO AGRAVADO de mayor cuantía, se acogió a la terminación anticipada del proceso por la vía del allanamiento unilateral a cargos y es la razón para que el trámite se surtiera ante el juzgado de conocimiento con el fin de llevar a cabo la audiencia de individualización de pena y sentencia según lo estatuido en el artículo 351 de la Ley 906 de 2004. 
Sucedió, conforme lo reseñado en precedencia, que la titular del despacho convocó a las partes para una audiencia de “estudio sobre la validez de la aceptación de cargos y sentencia”, dentro de la cual la falladora se mostró reticente a darle vía libre a la terminación anormal del proceso, por cuanto no se había dado el reintegro del incremento patrimonial fruto del ilícito, al menos en un 50% y la garantía del remanente como lo manda el artículo 349 de la Ley 906 de 2004. Determinación con la cual no estuvo de acuerdo la defensa y la impugnó.

Podríamos decir, en principio, que la decisión a adoptar sería necesariamente la revocatoria en atención a que en tratándose del allanamiento a cargos, no es factible emitir providencia interlocutoria previa para admitir lo que ya fue aceptado por el juez competente que en nuestro caso lo es el juez de control de garantías, como situación que sí acontece por parte del juez de conocimiento en lo referido a las negociaciones preacordadas. 

En efecto, como lo ha dicho este Tribunal en diversas ocasiones, para el caso de los allanamientos al juez de conocimiento sólo le quedan dos alternativas: dictar sentencia de mérito o decretar la nulidad en caso de encontrar violación a garantías fundamentales, pero no adoptar determinaciones intermedias incompatibles con el trámite de esta particular figura procesal. 

No obstante, la Sala encuentra que se hace indispensable conocer el fondo del asunto porque el profesional del derecho ha presentado una tesis bien relevante que nos impone alguna determinación orientadora en aras de evitar un mayor desgaste a la administración de justicia. 

El Tribunal tiene varias cosas para decir en este caso, dado que la polémica suscitada se ha mostrado reticente desde los albores de la nueva codificación procesal, pero la principal y más importante en este momento, es indicar que esta colegiatura siempre ha sido uniforme en sostener que el allanamiento a cargos y la negociación preacordada son formas diferentes de terminación anticipada. 

En ese sentido hemos sido más de la línea de pensamiento de la Corte Constitucional que de la Corte Suprema de Justicia, sin dejar de admitir, obviamente, como esa misma alta Corporación así lo reconoce, que se trata de dos posiciones antagónicas respetables y que surgieron precisamente por falta de técnica legislativa en el capítulo respectivo de la Ley 906 de 2004, tal y como también lo hemos venido asegurando desde la entrada en vigencia de esta normatividad.

Queda claro entonces que esta Sala de Decisión no tiene nada que disentir de la intervención del togado recurrente, antes bien acogemos sus planteamientos por ser coincidentes con los que siempre hemos tenido en esta materia.
Ahora bien, si esta célula judicial acogió los lineamientos de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia en cuanto sostuvo que tanto en el allanamiento a cargos como en los preacuerdos era factible exigir en aquellos comportamientos donde se presentara un incremento patrimonial indebido el reintegro de al menos el 50% y el aseguramiento del recaudo del remanente, no fue precisamente porque consideráramos al unísono que eso era posible porque el allanamiento fuera una especie de preacuerdo como se tenía dicho, sino más bien, porque observamos que era de elemental justicia hacer primar en esas dos figuras, por diferentes que fueran, los fines que se encuentran establecidos para ambas en el artículo 348 de la Ley 906 de 2004.

Y es que precisamente eso es lo rescatable de este asunto, porque representa un culto ciego al formalismo el decir que si la terminación anticipada se da por la vía de la negociación, entonces sí se debe tener en cuenta a la víctima y los funcionarios debemos asegurarle la recuperación de al menos ese 50% a modo de reparación; empero, si se trata de un allanamiento a cargos con igual finalidad de terminación anticipada, entonces ya esa protección elemental a la víctima desaparece. Esa forma de pensar la considera la Sala no ajustada al cumplimiento de los fines a los cuales hemos hechos referencia que no son otros que los siguientes: “Humanizar la actuación procesal y la pena; obtener pronta y cumplida justicia; activar la solución de los conflictos sociales que genera el delito; propiciar la reparación integral de los perjuicios ocasionados con el injusto y lograr la participación del imputado en la definición de su caso”. Todos ellos propósitos altruistas que se deben buscar en la terminación anormal del proceso, tanto por la vía unilateral como por la consensuada.
Lo dicho es apenas evidente, porque entonces no tendría sentido que el Estado hiciera dejación de su derecho al ius puniendi por voluntad del indiciado, si a cambio no se hace lo propio para volver las cosas a su estado original. Hoy más que nunca, el Estado no puede aceptar este tipo de concesiones sin tener presente a las víctimas, porque así como de una parte se ahorra el desgaste de su aparato judicial y el implicado se beneficia con una menor sanción, también la parte afectada con el daño antijurídico debe recibir algo a cambio, y qué más justo que la restitución de lo ilegalmente obtenido así sea en una proporción inferior. Obrar en contravía de lo aquí expuesto es un despropósito y no tiene presentación ante la comunidad.
Precisamente por esto se llegó a afirmar por parte de este Tribunal con ponencia de quien ahora ejerce igual función y en la decisión que rememora el letrado recurrente, que independientemente de la polémica entre ser figuras antagónicas o no, era una determinación de elemental justicia con los afectados, pues más allá de tratarse de la exigencia de reparar perjuicios o de una reparación integral propia del fallo de condena, lo que en realidad quiso el legislador y estaba propiciando era algo más fácil de cumplir, simple y llanamente la devolución de lo que el delincuente ya tenía en su poder fruto de un incremento patrimonial indebido a causa del delito.
Más censurable aún que para ese caso, el que los extremos de la relación jurídica procesal -defensa y fiscalía-, al ver que por la vía del preacuerdo no podían lograr el objetivo de terminar anticipadamente el proceso, buscaron la forma de cambiar de figura y ya por el allanamiento a cargos le hicieron el juste al deber legal y defraudaron las expectativas de los afectados quienes vieron frustradas las esperanzas de ver reparado en algo su maltrecho patrimonio.
Ya se entiende por qué entonces este Tribunal y la mayoría de los Jueces de conocimiento del distrito, hemos elegido obrar más con apego a los principios que rigen esta materia, que a la letra incierta de la ley, puesto que aunque obviamente pudo ser más preciso el legislador en cuanto a indicar en el nomenclado 349 que esa exigencia procedía tanto para los preacuerdos bilaterales como para las aceptaciones unilaterales, dado que al no hacerlo dejaba abierta la posibilidad a que los exégetas no vieran más allá de ese contexto y no buscaran solucionar la desigualdad por la vía de los principios como es lo socialmente deseable, es deber del intérprete concederle al texto el entendimiento sistemático que corresponde y hallar el verdadero sentido que se le quiso imprimir al precepto al momento de su configuración.
Debemos darle solución ahora a los planteamientos del togado recurrente, cuando con buen juicio evoca la reciente decisión del ocho (8) de abril de 2008, radicación 25.306, M.P. Dr. Augusto J. Ibáñez Guzmán, por medio de la cual la alta corporación retoma el tema de la diferencia entre las dos figuras de terminación anticipada para efectos de acceder a la concesión de los descuentos punitivos por favorabilidad entre la anterior codificación de la Ley 600 de 2000 -con su sentencia anticipada- y la actual contenida en la 906 de 2004 -con su allanamiento a cargos-.
Antes de entrar en materia, importa aclarar que en realidad la Suprema no ha recogido su tesis en cuanto a considerar que el allanamiento a cargos no es una subespecie de preacuerdo, es decir, de su texto se extrae que sigue manteniéndose firme en su dogmática, empero, se ve compelida a ceder en su posición de no admitir la mayor rebaja por favorabilidad, en aras de no perturbar la armonía judicial, la seguridad jurídica y la unidad jurisprudencial en el país, esto es, por un asunto más de conveniencia que de convicción. 

Con esa obligada aclaración, el Tribunal ve con buenos ojos la nueva perspectiva que plantea la Sala de Casación Penal, precisamente en uno de los apartes leídos por la defensa y que contiene la esencia del pensamiento de la Corte en esta materia, cuando dice:
“En el modelo de la ley 600 de 2000 el procesado se allana a los cargos en el sumario o en el juicio y sobreviene una rebaja punitiva automática, sin importar que lo haya hecho el primer día a partir del cual contó con la oportunidad o el último, como tampoco su actitud indemnizatoria, la existencia de otros procesos en su contra, el estado o condiciones de la persona ofendida con el delito o alguna otra parecida; en el nuevo modelo de justicia penal consensual de la ley 906 de 2004, por el contrario, Fiscal y procesado acuerdan la rebaja, que por eso se estableció flexible, resultando la misma dependiente de consideraciones como el ahorro de proceso, la contribución del procesado en la solución del caso, su disposición a reparar efectivamente a la víctima y otras similares que en momento alguno se pueden confundir con los criterios legales para fijar la pena, sin pasar por alto obviamente las directivas adoptadas por la Fiscalía en materia de acuerdos o preacuerdos y las pautas de política criminal eventualmente existentes, circunstancias todas respecto de las cuales quien cuenta con información para el discernimiento respectivo es el Fiscal y no el Juez”.

Para al final llegar a varias conclusiones, entre ellas la siguiente:

“Tampoco es correcto afirmar que el allanamiento a cargos esté condicionado a la reparación integral de los perjuicios ocasionados, lo que se ha destacado como nota diferenciadora para imposibilitar la aplicación del principio de favorabilidad. Lo que ocurre es que esta situación condiciona la relación jurídica entre fiscal e imputado para acordar, pero cuando el ciudadano se allana a los cargos sin mediar acuerdos ni pactos con su acusador, es el juez el que decide, por ejemplo que no es acreedor a una rebaja de la mitad de la pena, sino de una significativamente menor, según se satisfagan los presupuestos axiológicos que se persiguen con la terminación anticipada del proceso”.

Nos parece sano entonces, que el hecho de no proceder al reintegro, al menos en las conductas en donde ese incremento patrimonial indebido tuvo suceso, sea uno de los factores a ponderar por el Juez de conocimiento al momento de estimar qué porcentaje de ese “hasta el 50%” concede. Mecanismo idóneo para hacer respetar el cumplimiento de los fines de la terminación anticipada al que se refiere el artículo 348 de la Ley 906 de 2004 a los cuales hicimos enfática referencia.
Al ser ello así, el Tribunal habrá de revocar la decisión adoptada en la primera instancia para amoldar la interpretación a este nuevo esbozo, dejando en claro que la funcionaria de conocimiento ajustó su decisión a los parámetros que han regido la materia y por lo mismo su forma de proceder no debe ameritar reproche alguno. 
Para una mejor aplicación de lo aquí decidido y de los casos venideros, la Sala observa que se hace indispensable un llamado de atención a los Jueces de Control para que a futuro pongan de presente a los imputados que se allanan a los cargos en asuntos donde exista un incremento patrimonial indebido, que el interés de restituir lo apropiado a la víctima será un factor que el Juez de conocimiento tendrá en consideración al momento de elegir el porcentaje de descuento de “hasta el 50%” que autoriza el artículo 351 de la Ley 906 de 2004.

Lo dicho, para permitir el acceso del procesado a esa información y por esa vía darle la opción de lograr la reparación y de ese modo procurar acercarse al mayor descuento punitivo.

Para el caso que nos convoca, se solicitará a la juez de la causa poner previamente en conocimiento del acusado que su demostración hacia la reparación de la víctima será factor a tener en consideración en el instante de elegir en la sentencia el porcentaje de descuento punitivo por el acogimiento unilateral de los cargos, con el fin de permitir que obre en consecuencia e intente acceder al máximo reconocimiento. 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), REVOCA la decisión apelada en los términos y con las observaciones contenidas en el cuerpo motivo de esta providencia.
Esta determinación queda notificada en estrados y contra ella no procede recurso alguno.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

        LEONEL ROGELES MORENO

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
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